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Actualidad
Análisis de la propuesta de
reimplantar la pena de
muerte desde una
perspectiva política, frente
a la legislación nacional e
internacional, a la que es-
tamos comprometidos como
país, y el impacto que ten-
dría en la imagen del Perú
en el contexto global.
El regreso de la pena de
muerte
Carlos Rivera Paz*
Hace no muchas semanas el presidente Alan García tuvo la
discutible habilidad de poner en el primer plano de la agenda
política la discusión sobre la reimplantación de la pena de muer-
te. Primero fue para los violadores de menores de edad y luego
para los terroristas. Si bien ahora podríamos afirmar que la pro-
puesta presidencial se ha diluido, sí vale la pena desarrollar un
breve análisis de aquella desde los diversos aspectos que con-
tiene.
El primer plano de análisis debe ser necesariamente el po-
lítico. La radicalidad con la cual el presidente García colocó el
tema en la agenda, conociendo perfectamente las serias limita-
ciones para la reimplantación de la pena de muerte, pone en
evidencia el interés de aprovecharse políticamente de este asun-
to. El tema nos ha logrado mostrar de una manera concluyente
la preocupante facilidad del recurso al populismo y a la manipu-
lación de las expectativas más primarias de la población.
Pero a la vez expresa algo muy preocupante,
y es que con propuestas de esta naturaleza se
instala una difícil relación del Estado con los dere-
chos fundamentales de las/os ciudadanas/os. Esto
no es poca cosa, puesto que desde nuestro punto
de vista ha llegado a palacio una concepción polí-
tica que se relaciona con los derechos fundamen-
tales a partir de intereses políticos y no desde los
intereses de un verdadero Estado de derecho. De
hecho los cuestionamientos formulados, en esos
mismos meses, desde el mismo Poder Ejecutivo
contra el Informe de la Comisión de la Verdad y
Reconciliación y las sentencias emitidas contra el
Estado peruano por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, dan cuenta muy claramente
de ello.
Por otro lado, este asunto ha permitido que
algunos congresistas que representan a los sec-
tores más conservadores de la sociedad asuman
un liderazgo político al interior del Congreso al pro-
porcionarles un importante «caballito de batalla».
El segundo plano de análisis debe estar refe-
rido al marco constitucional y a las normas inter-
nacionales de derechos humanos. La Constitución
Política de 1979 estableció de manera muy clara
que solo se podía aplicar la pena de muerte para
los casos de traición a la patria en situaciones de
guerra externa. Durante la vigencia de esta cons-
titución tal norma jamás fue aplicada. Por su parte
la Constitución Política de 1993, también dispone
que esta pena se aplicará solo en casos de trai-
ción a la patria en guerra exterior, pero agrega que
también se aplicará en los casos de terrorismo que
la ley disponga. Actualmente dicho artículo esta-
blece que «la pena de muerte en los casos de trai-
ción a la patria en caso de guerra, y el de terroris-
mo, conforme a las leyes y a los tratados de los
que el Perú es parte obligada».
Durante el régimen fujimorista jamás se dictó
una ley que regulara la aplicación de la pena de
muerte para los terroristas. También hay que ob-
servar qué es lo que disponen las normas interna-
cionales de derechos humanos a las cuales esta-
mos sometidos.
Para los peruanos la principal norma interna-
cional de derechos humanos es la Convención
Americana sobre Derechos Humanos aprobada en
1969 en San José de Costa Rica. El artículo 4 de
este tratado dice que los Estados, entre ellos el
Perú, no pueden ampliar la pena de muerte a otros
delitos.
Eso quiere decir que el Estado peruano des-
de la vigencia de la Constitución Política de 1979
estaba prohibido de dictar leyes que permitan la
aplicación de la pena de muerte a otros nuevos
delitos diferentes al de traición a la patria para ca-
sos de guerra exterior. Por eso la disposición de la
Constitución de 1993, dictada por Alberto Fujimo-
ri, no pudo jamás aplicar esta pena a los casos de
terrorismo.
Pena de muerte: violación sexual a menores
El tercer punto de análisis son los proyectos
Para los peruanos la principal
norma internacional de dere-
chos humanos es la Convención
Americana sobre Derechos Hu-
manos aprobada en 1969 en
San José de Costa Rica.
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de ley presentados en el Congreso de la Repúbli-
ca. Hasta la fecha el Poder Ejecutivo y diversos
congresistas han presentado proyectos de ley para
ampliar la aplicación de la pena de muerte a los
delitos de violación sexual de menores de edad y
terrorismo.
En lo que corresponde al delito de violación
sexual de menores se han presentado tres pro-
yectos de ley ante el Congreso: del Grupo Parla-
mentario Unidad Nacional (impulsada por la con-
gresista Lourdes Alcorta), de la Célula Parlamen-
taria Aprista (CPA) y del Poder Ejecutivo. Los tres
proyectos reclaman una reforma del artículo 140°
de la Constitución Política de 1993.
Existen coincidencias entre los proyectos pre-
sentados por la CPA y el Poder Ejecutivo, ya que
ambos proponen ampliar la aplicación de la pena
de muerte a los casos de violación sexual de me-
nores de siete años seguida de muerte. En cam-
bio, el proyecto de Unidad Nacional propone que
se aplique esta pena en los casos de «violación
sexual de menores de nueve años y de discapaci-
tados físicos y mentales, así como de mayores de
nueve años y menores de dieciocho años siempre
que se cause la muerte de la víctima».
La fundamentación de cada uno de los tres
proyectos no solo presenta un esquema bastante
disminuido de la responsabilidad del Estado fren-
te a la protección de los derechos humanos, tam-
bién tira al tacho dos artículos fundamentales que
representan el compromiso del Estado con el res-
peto de los derechos del ser humanos, al desco-
nocer el 1º que dice que la persona humana es el
fin supremo de la sociedad y del Estado, y el artí-
culo 2° que reconoce el derecho a la vida de todas
las personas.
Otro aspecto que se nota con claridad es que
los tres proyectos cuestionan al sistema interame-
ricano de derechos humanos, o sea la Comisión y
la Corte Interamericana, por ser justamente las ins-
tancias que con sus normas internacionales y reso-
luciones han impedido que iniciativas tan cuestio-
nables como la reimplantación de la pena de muer-
te no hayan prosperado en el pasado inmediato.
Fiel a esa posición política, los proyectos de
ley de Unidad Nacional y de la CPA proponen la
denuncia de la Convención Americana o Pacto de
San José de Costa Rica. Si bien el primero de ellos
lo plantea sin reparo alguno, el de la CPA también
recomienda eso, aunque equivocadamente sos-
tiene que aun así «se deberá mantener el someti-
miento del Estado peruano a la competencia de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos».
Por su parte, el proyecto del Poder Ejecutivo
sostiene que la modificación constitucional para
ampliar los supuestos de aplicación de la pena de
muerte, no contraviene el Pacto de San José y
por lo tanto no es necesaria la denuncia de dicho
instrumento internacional. ¿Cómo así? El Ejecuti-
vo plantea que en el artículo 4°,2 del  Pacto de
San José, en el que se regula el derecho a la vida,
si bien se establece que la pena de muerte solo se
El Estado peruano tendrá
que construir formas más
imaginativas e integrales
para combatir el delito y la
inseguridad de la gente
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aplica en los países que no la han abolido para los
delitos más graves, también dicha norma interna-
cional señala expresamente que «Tampoco se ex-
tenderá su aplicación a delitos a los cuales no se
la aplique actualmente». Y a continuación sostie-
ne el proyecto del Ejecutivo que, cuando se ratifi-
có la Convención Americana, estaba vigente un
decreto ley N° 20583, por el cual se sancionaba
con pena de muerte a los violadores de menores
de siete años de edad, por lo que afirman que la
modificación constitucional sería «la reanudación
de la pena de muerte para este caso particular»,
ya que no significaría –en este razonamiento– una
extensión de la pena capital.
Pena de muerte y terrorismo
En cuanto al delito de terrorismo ha sucedido
algo muy parecido porque no solamente se han
presentado al Congreso proyectos del Poder Eje-
cutivo, sino también la CPA y otros congresistas
han presentado iniciativas legislativas para que se
aplique la pena de muerte en casos de terrorismo.
Los argumentos con los que sustentan sus pro-
puestas son, en concreto, los mismos que han uti-
lizado para presentar los proyectos por el delito de
violación sexual de menores de edad.
En el caso del delito de terrorismo no solo es-
tamos ante un caso en el que las normas interna-
cionales, en especial la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, prohíben de manera ex-
presa que el Estado peruano amplíe la aplicación
de la pena de muerte a nuevos delitos, sino que
adicionalmente debemos tener muy presente que
desde hace tres la Sala Penal Nacional ha juzga-
do prácticamente todos los casos de terrorismo,
incluyendo a las cúpulas dirigenciales tanto del
MRTA como de Sendero Luminoso, las cuales
como se tiene conocimiento han sido condenadas
a penas elevadas y en el caso de Abimael Guz-
mán a cadena perpetua.
En este caso valdría preguntarse: ¿entonces
a qué casos y sobre todo a quiénes se aplicaría la
pena de muerte? Las autoridades del Poder Eje-
cutivo y los congresistas que han presentado los
proyectos lamentablemente no han dado ninguna
respuesta. Eso nos hace pensar que en este caso
también ha existido un cálculo político para la pre-
sentación de los proyectos con el objetivo de reci-
bir el respaldo de la población.
El cuarto punto de análisis es el aspecto inter-
nacional. Hoy se suele repetir que vivimos en un
mundo globalizado, pero algunos entienden que
eso solo vale para la economía y nada más. Esa
globalización debe también significar un reconoci-
miento de los derechos de las personas sobre la
base de las normas internacionales. Eso es lo que
debe imperar, y no la voluntad o intereses políti-
cos de los gobernantes.
Además, en este asunto, en caso de que pros-
perara una iniciativa de esta naturaleza, resulta
obvio que el Perú pasaría a integrar la lista negra
de países que denuncian tratados internacionales
de derechos humanos. La dictadura fujimorista lo
intentó y le fue muy mal. Ojalá que una democra-
cia no cometa semejante error político.
El quinto punto de análisis es el error huma-
no. En nuestro sistema de justicia no es raro ver
condenado a alguien que no es responsable de
un delito. Cuando sucede aquella persona estará
un tiempo privada de libertad, pero después la re-
cupera. Pero en el caso de la pena muerte la posi-
bilidad de una ejecución es simple y llanamente
irreparable.
A modo de conclusión
El tema de la pena de muerte contiene, para
la democracia, un mensaje peligroso, porque ha
puesto al Presidente de la República y a una co-
rrelación política interesada en ser parte de este
juego, empujando un discurso absolutamente con-
trario a la vigencia irrestricta de los derechos fun-
damentales de las/os ciudadanas/os, tal como
corresponde en un Estado de derecho.
Nuevamente las normas internacionales de
protección de los derechos humanos, se convier-
ten en la muralla que impiden que iniciativas abu-
sivas contra los derechos humanos prosperen.
El Estado peruano tendrá que construir for-
mas más imaginativas e integrales para combatir
el delito y la inseguridad de la gente, pero eso no
puede significar justamente la violación de los de-
rechos de aquellas/os ciudadanas/os.
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